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EL DERECHO CANONICO y EL JURISTA SECULAR '· 
E s hoy una fecha señalada que marcará una huella indeleble en los anales del Estudio General de Navarra. La apertura del nuevo curso académico, el séptimo de la vida del Estudio, coin-
cide esta vez con la inauguración solemne del Instituto de Derecho 
Canónico, que ha sido erigido como parte integrante de este Centro 
de . Enseñanza superior. 
Siete años es un plazo muy corto en la vida de una institución de 
tan vasto alcance y profunda trascendencia como el Estudio General. 
Pero la experiencia viva de lo alcanzado en este modesto lapso de 
tiempo no es ya tan sólo indicio feliz que permite abrir el corazón 
a la esperanza, sino realidad pujante, cuajada en hechos y obras, que 
camina con paso firme hacia una segura plenitud. 
Tal vez alguien se sorprenda por esta realidad de hoy; alguien que 
juzgó erradamente la empresa por la modestia de sus comienzos. Al 
que así se engañó podríamos recordarle, con palabras del Fundador 
del Opus Dei, que «en la tierra, todo 10 grande ha comenzado siendo 
pequeño» (Camino, 821), y que «no se distinguen por el tamaño las 
simientes que darán hierbas anuales de las que van a producir árboles 
• N. de la R.: Este trabajo constituye el texto íntegro del Discurso de apertura leído 
el 7 de octubre de 1959. en el solemne acto inaugural del año académico 1959-60 en 
el Estudio General de Navarra. Con este acto comenzaban las actividades del Instituto 
de Derecho Canónico. erigido por Decreto de la Sagrada· Congregación de Seminarios 
y universidades de 12 de junio de 1959. como agregado al «Institutum Utriusque Iuris» 
de la Pontificia Universidad Lateranense. Una crónica de este acto y el texto del Dis-
curso pronunciado en él por el Excmo. y Rvdmo. Sr. Nuncio Apostólico en España. 
pueden encontrarse en el folleto editado por el Estudio Gt'Tleral de Navarra: Apertu-
ra del curso académico 1959-1960 e inauguración del Instituto de Derecho Canónico. 
Pamplona 1959. 
Posteriormente. por Decreto de la Sagrada Congregación de · Seminarios y Univer-
sidades de 6 de agosto de 1960 (A.A.S .. vol. 52. 1960. págs. 988-990). el Estudio Gene-
ral de Navarra ha sido erigidO como Universidad Católica. A tenor del citado Decreto 
y de los Estatutos por él aprobados. el Instituto de Derecho Canónico pasa a ser 
una de las Facultades de la nueva Universidad. 
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centenarios .. (Camino, 820). Año tras año, con el ritmo pausado pero 
continuo de la vida, nuevas Escuelas han ido brotando y creciendo, y 
el grano de mostaza de ayer es ya el árbol frondoso de la parábola: 
una espléndida obra corporativa del Opus Dei. de dimensión univer-
sal, para ~l mejor y más eficaz servicio de la Iglesia, y honra y prez 
de Navarra y de España entera. 
Este año, el curso se abre, como decíamos, con un acontecimiento 
de muy singular relieve: el comienzo de las actividades, la puesta en 
marcha del Instituto de Derecho Canónico del Estudio General. Por 
todos los ámbitos de España se ha difundido en estos meses la noticia 
de que la Santa Sede, por Decreto de la Sagrada Congregación de Se-
minarios y Universidades de 12 de junio último, ha concedido la erec-
ción, en el seno del Estudio, de un Instituto de Derecho Canónico, con 
facultad de otorgar grados académicos superiores a los alumnos que 
cursen en él las enseñanzas. 
No hace falta resaltar, porque todos captáis la honda significación 
del hecho, la importancia que esta decisión de la Santa Sede encierra. 
El Estudio General de Navarra la agradece y aprecia en todo su valor, 
ve en ella una muestra singularísima del maternal afecto de la Iglesia, 
y de la confianza que en él deposita la Santa Sede. A esta confianza 
deseamos responder, con la ayuda de Dios, con pleno sentido de res-
ponsabilidad, conscientes de la magnitud del don recibido, y con la 
firme esperanza de que han de quedar satisfechas las legítimas aspi-
raciones y colmados los justos anhelos que la creación del nuevo Ins-
tituto ha hecho concebir. 
Pero se da además en este t::m fausto suceso una señaladísima 
circunstancia sobre la que quiero especialmente insistir: el nuevo Ins-
tituto de Derecho Canónico del Estudio General de Navarra ha sido 
agregado por la Santa Sede a la Pontificia Universidad Lateranense 
de Roma. Es un altísimo honor, una particularísima distinción esta 
agregación a la ilustre Universidad romana, cuyo prestigiq, reconocido 
ampliamente en todos los ámbitos del mundo científico, nos dispensa 
aquí de hacer su apología. Una Universidad, en suma, que se goza en 
estimar como el mejor timbre de gloria el haber contado entre sus 
alumnos a tres de los cuatro últimos Pontífices romanos, y el poder 
honrarse de que figuró un día en su claustro de profesores el Santo 
Padre felizmente reinante Juan XXIII. Universidad por tantos títulos 
insigne, que encierra -permitidme aún esta divagación de carácter 
personal- recuerdos inolvidables para aquel que ahora os habla. En 
años memorables, cuando la Roma eterna era l.a «citta aperta» en el 
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centro mismo de una Europa en guerra, le cupo en suerte a quien os 
dirige la palabra ser alumno del Instituto "Utriusque Iuris)) Lateranen-
se. y allí, a la sombra de la primera Basílica del Orbe, en el silencio 
y la paz de sus aulas, le fue dado hallar un prodigioso remanso, donde 
el estudio y el trabajo científico proseguían con ritmo sereno y fecun-
do. A los ojos de un observador, el contraste que este espectáculo ofre-
cía con la caótica realidad circundante, parecía simbolizar la majestuo-
sa perennidad de la Iglesia, su existencia indefectible y luminosa a 
través de las variables fortunas de pueblos y culturas, y del suce-
derse de los siglos y de las edades. 
Un nuevo Instituto de Derecho Canónico en el Estudio General de 
Navarra. Yo quisiera invitaros a reflexionar unos momentos, para 
valorar el alcance y el sentido de este hecho. Debido a él, en el Estudio 
General renuevan las ciencias sagradas y profanas su íntima y feliz 
conjunción, la que hizo grande a la Universidad española en sus días 
gloriosos, y que conserva hoy, no lo dudemos, eficacia y virtualidad 
para animar una plenitud cultural y científica y lograr también una 
formación más comprehensiva y universal -católica- del universitario 
y del hombre. 
El Instituto de Derecho Canónico ha nacido, además, estrechamen-
te vinculado a una Escuela de Derecho civil, y en ambas se desen .. 
volverán las actividades y las enseñanzas jurídicas del Estudio Ge-
neral. Es posible que haya gentes que no acaben de comprender la ra-
zón y la utilidad de esta creación. Estamos hoy en una época que se 
mueve bajo el signo de la técnica. Formar técnicos, muchos técnicos, 
parece la preocupación dominante en la sociedad actual, y basta fi-
jarse en las preferencias de nuestros jóvenes bachilleres, cuando llega 
el momento de la elección de carrera, para comprobar hasta qué pun-
to la masa de la juventud se halla también influída por este anhelo. 
Pero sin recurir siquiera a campos extraños, si reparamos en los futu-
ros juristas, en los estudiantes de Derecho, veremos también en ellos 
una tendencia hacia las técnicas prácticas que los lleva a interesarse 
sobre todo por temas como la racionalización de la Administración, los 
problemas jurídicos de empresas, las cuestiones técnicas de carácter 
mercantil o fiscal. Ante estos hechos, ante esta situación, ¿no podría 
quizá parecer que el impulsar los estudios de Derecho Canónico, y 
más todavía en el seno de un centro universitario plenamente ambien-
tado en nuestro tiempo, fuera tal vez un anacronismo, un viejo resa-
bio medieval y en todo caso un desconocimiento, una evasión de las 
realidades inexorables de la hora presente? 
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Estas objeciones quedarían ya despojadas de toda razón y funda-
mento ante la simple consideración de que el Instituto de Derecho Ca-
nónico cumpliría sobradamente su misión al prestar a la Iglesia el 
servicio de contribuir a la formación científica del clero, en una es-
pecialidad de tan esencial importancia para la vida interna de la so-
ciedad eclesiástica. Y no tan sólo del clero, porque en un ambiente 
católico es lógico y deseable que haya laicos, seglares, que anhelen 
recibir también esa formación y adquirir más · plena noticia del Dere-
cho y de la vida jurídica de la Iglesia, de la cual son miembros vivos, 
y a la que podrán amar más al conocerla mejor. 
Pero existe una segunda razón que justifica la creación y la opor-
tunidad del Instituto de Derecho Canónico. La sociedad actual nece-
sita juristas y para la forja del verdadero jurista es utilísima, por no 
decir necesarIa, la aportación formativa del Derecho Canónico. Mas 
no tan sólo como remedio a males que aquejan a la práctica jurídica 
resultará estimable y valioso ese influjo. Es imperativo urgente de 
esta hora un progresivo acercamiento ~ue ha de ser labor conjunta 
de civilistas y canonistas-, entre el Derecho Canónico y el secular; 
cuyo fruto y meta será la construcción de una Ciencia del Derecho 
cristiana única. Sobre estas tareas desearía . reclamar por algunos mo-
mentos vuestra atención y centrar lo que podríamos considerar el as-
pecto técnico de la lección de hoy. 
El proceso de secularización de la cultura, característico de los tiem-
pos modernos, se da también en el campo de la ciencia jurídica y re-
viste toda la complejidad del pensamiento humano. En este intrinca-
do proceso de destrucción del planteamiento teocéntrico de la filosofía 
jurídica medieval, pueden distinguirse dos etapas fundamentales: el 
racionalismo y el positivismo. El racionalismo se caracteriza por la se-
cularización de la idea del Derecho natural, que se concebirá ahora 
como un resultado de la especulación humana, liberada de cualquier 
tutela teológica. Paul Hazard, en su clásico estudio sobre la crisis de 
la conciencia europea, nos hace revivir los momentos decisivos en que 
cristaliza la noción de un Derecho natural ajeno y aún contrapuesto al 
Derecho divino. Ese Derecho natural, cuyos rasgos Se esbozan en el 
De iure belli et pacis de Grocio, para presentarse ya con un perfil 
nítido y definido cincuenta años más tarde en la obra de Samuel Pu-
fendorf: "La ley natural -son sus palabras-, es la que conviene tan 
invariablemente a la naturaleza social y racional del hombre, que, sin 
la observancia de sus máximas, no podría haber entre el género huma-
no sociedad honrada y apacible». 
No es posible reducir a pocos trazos las ideas de los diversos segui~ 
dores del iusnaturalismo racionalista; puede, sin embargo, afirmarse 
que, como consecuencia de la actitud de centrar la atención sobre la 
razón humana, la idea de Dios autor del Derecho Natural y promul-
gador del mismo en la naturaleza racional, acaba por desdibujarse por 
completo. 
El desprestigio de la escuela racionalista del Derecho Natural de-
terminado por la falta de rigor de su planteamiento y por la diversidad 
de criterios -tantas veces contradictorios- a los que desde él se lle-
gaba, hace que los técnicos del Derecho desconfíen cada vez más de 
un Derecho natural «escrito en las estrellas» y centren su atención 
-después de atravesar unos estadios de evolución doctrinal en los que 
Se marcó el acento sobre la tradición y la historia- en el estudio de 
las normas positivas, dejando a un lado el problema del Derecho que 
debe ser para afrontar seriamente el estudio del Derecho que es. El 
Derecho positivo, las normas jurídicas que el Estado dicta, son un 
objeto de estudio concreto que el positivismo jurídico señala. 
Es justo reconocer los brillantes resultados obtenidos, gracias al im-
pulso del positivismo. Los juristas, mediante esta liberación de lo me-
tapositivo, encuentran perfectamente delimitado su campo de trabajo: 
lo estrictamente jurídico, es decir, las normas dictadas por el Estado, 
única fuente de Derecho. La despreocupación por la valoración ética 
del contenido de las normas y esta extraordinaria concreción del objeto 
de estudio, hace que la atención de los juristas se centre en el proble-
ma del método, esto es, en la crítica depuración de las técnicas. Con el 
afán de construir un edificio científico, partiendo del dato concreto 
de las normas positivas, surge la dogmática jurídica moderna, que tien-
de a elaborar conceptos generales, obtenidos mediante abstracción de 
los datos que de las normas se desprenden, con el fin de explicar des-
de un plano superior los nexos que unen unas normas con otras, y cons-
truir así un «sistema» que explique con armoniosa unidad las diver-
sas ramas del Derecho positivo (Ciencias jurídicas especiales: Derecho 
Civil, Procesal, Admmistrativo, etc.). Como consecuencia de la especia-
lización en ramas que caracteriza al período de la historia de la Cien-
cia del Derecho a que nos estamos refiriendo, no se persigue edificar 
un ((sistema» -por lo menos como obra de un autor o una escuela- de 
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todo un ordenamiento positivo; la superaClOn de la fragmentación de 
las especialidades se intenta mediante la elaboraclón d :~ estudios que 
exponen los conceptos comunes a todas las ramas del Derecho, me-
diante un supraproceso de abstracción en el que se toman como datos 
los conceptos construídos en las diversas ramas -Teoría general del 
Derecho-. Uno de los más brillantes hallazgos de la Teoría general 
del Derecho es el concepto mismo de ordenamiento jurídico como c()n-
junto cerrado dE' normas cuya eficacia es debida a una única autori-
dad (la del Estado), capaz de dar solución a todos los problemas sus-
ceptibles de una valoración jurídica y con posibilidad «(plenitud))) 
de una ilimitada expansión de su ámbito, ya que puede someter al 
influjo de las normas todas las posibles situaciones y relaciones. La 
expansión del ordenamiento es jurídicamente -conceptualmente- ili-
mitada, aunque el ámbito concreto de relaciones reguladas sea mayor 
o menor por razones extrajurídicas -poiítica de mayor o menor in-
tervencionismo-. 
De modo coherente con este planteamiento se ha edificado la ac-
tual ciencia del Derecho. El poderoso impulso de la Escuela alemana, 
y más tarde de la italiana ha sido tan declsivo que bajo su influencia 
se ha elaborado la ciencia jurídica de todos los países, cuya vida ju-
rídica se desenvuelve al ritmo de la Europa continental, y lo impor-
tante es que estos principios operan ya con independencia de la ad-
hesión a sus formulaciones generales, a través de las mil aportaciones 
concretas que bajo su influjo se han hecno en todas las ramas del 
Derecho. En efecto, si nos fijamos en la ciencia jurídica española, 
nos encontramos con el sorprendente hecho de que, si por razones 
ideológ"icas verdaderamente consoladoras, casi ningún jurista presta 
su asentimiento a los dogmas fundamentales del positivismo, y rara 
es la obra jurídica de carácter general que en sus primeros capítulos 
no encierre una crítica del positivismo y una profesión de iusnatura-
lismo de carácter tradicional, sin embargo, el cuerpo del sistema y las 
aportaciones monográficas se realizan, a veces inconscientemente, bajo 
el influjo de la gran aportación del positivismo, a través de los maes-
tros alemanes o italianos. 
En nuestros días ha llegado a su plenitud el desarrollo de la dog-
mática jurídica, y precisamente ahora, cuando el edificio de las gran-
des ramas de la Ciencia del Derecho secular está prácticamente ter-
minado y los juristas en su afán de elaborar nuevas construcciones 
forjan conceptos cada vez más sutiles y menos eficaces para la prác-
tica, es cuando se advierten con más claridad las limitaciones de la 
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versión jurídica de la "excursión del pensamiento» y se comienza en 
los más diversos sentidos a elevar voces hablando de una crisis del 
Derecho. 
Esta situación de crisis se puede intentar superar por dos caminos, 
uno de ellos, fruto de las mismas posibilidades de nuestro tiempo, y 
otro que sólo cabe emprender bajo la luz perenne, nueva y vieja, del 
ideal cristiano de la justicia. . 
Desde el primero de estos dos puntos de vista se comienza a ad-
vertir la radical insuficiencia del edificio legislativo y doctrinal cons-
truído por el positivismo, un sistema que al arrancar del dato pró-
ximo de la norma no puede transcender las posibilidades de ésta, que 
es en fin de cuentas, hija de su tiempo, y se demuestra incapaz de 
resolver los problemas que los nuevos tiempos plantean. Por ello, son 
muchos juristas los que se lanzan a aportar nuevas soluciones median-
te la aplicación de la técnica moderna al Derecho o a zonas muy pró-
ximas a él. Así, muchos administrativistas, al mismo tiempo que con-
tinúan repitiendo en tono cansino la cantilena de inspiración kelsenia-
na que ha dado vida a su disciplina, se lanzan ahora a la aplicación 
de los métodos de la racionalización como un camino más eficaz que 
las clásicas cuestiones jurídicas, para el logro del cumplimiento de los 
fines del Estado y el mejor servicio de los administrados; de manera 
análoga, los conceptos animados por ideales igualitarios, elaborados por 
los grandes iusprivatistas del positivismo y que inspiraron la legis-
lación civil decimonónica, se muestran ahora ineficaces y se centra 
la atención en las soluciones de Derecho financiero, mediante la apli-
cación de técnicas económicas. Finalmente, en muchos sectores del 
pensamiento jurídico, perdida la fe en la clásica lógica jurídica, se ini-
cia el camino del «neopositivismo» para lograr una mayor exactitud 
en las soluciones del Derecho, mediante la aplicación del método ma-
temático. Los ejemplos podrían multiplicarse, pero no es preciso: bas-
te simplemente con indicar que todos estos intentos nos muestran una 
desconfianza en el método dogmático y en las posibilidades de la cien- . 
cia jurídica del positivismo, nacida dentro de las limitadas perspecti-
vas de la «excursión del pensamiento» y son, por tanto, muestras de un 
proceso de descomposición interna. Esta desconfianza necesariamente 
ha de ser mayor si las limitaciones se analizan arrancando de un plan-
teamiento trascendente de los problemas del Derecho. 
En efecto, si nos acercamos desde este segundo ángulo de enfoque 
a la crítica de la dogmática jurídica del continente europeo, las limi-
taciones y quiebras se advierten con mayor claridad aún. Como más 
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significativas, señalemos dos fundamentales: el problema de la moral 
de Estado y el desprestigio de la norma. 
Los juristas, en su afán de delimitar el concepto de Derecho, lo dis-
tinguieron siempre de la Moral, entendiendo por ésta el conjunto de 
reglas éticas que dirigen la conducta de los hombres en todos los as-
pectos de su vida. De entre las exigencias éticas, solamente algunas 
han de ser tuteladas directamente por las normas jurídicas, y con-
cretamente aquellas cuya vigencia es necesaria para la convivencia 
social. Resulta evidente, por tanto, que en todo ordenamiento jurídi-
co pueden señalarse unas afirmaciones éticas inspiradoras del conteni-
do de las normas, y que, por consiguiente, éstas pueden ser estudiadas 
no sólo en su aspecto técnico y sus relaciones con las restantes normas 
del sistema, sino también mediante una valoración supratécnica de su 
contenido, es decir, mediante una valoración ética. 
El positivismo, por postulados de Escuela, renunciaba prácticamen-
te a este segundo aspecto de la tarea, ya que para él el único dato era . 
la norma, que procedía del poder legislativo del Estado. Es cierto que 
el jurista proponía soluciones «de lege ferenda» y llevaba a cabo «crí-
ticas)) de la legislación, pero siempre en función de los principios ins-
piradores del sistema, cuyo dato eran las mismas normas. De ahí que 
al jurista le fuera posible tachar al legislador de «ilegalidad», si en la 
labor legislativa no se guardaban las reglas constitucionales, o de (<in-
coherente», si las normas no se ajustaban a los principios inspirado-
res del ordenamiento positivo; pero la calificación de una norma «legah 
y «coherente» de injusta era algo que escapaba de sus posibilidades, 
ya que al penetrar en el terreno de lo «metajurídico» se invadía el 
campo de la política. De este modo, el jurista abandonaba irremisible-
mente su misión de «prudente», conocedor de la ciencia de lo justo 
y lo injusto, para convertirse en técnico de una «justicia» supuesta, 
fundada en la infalibilidad cambiante del Estado, de un Estadoeman-
cipado de cualquier criterio moral superior. Razones políticas ayu-
darían este proceso: la ideología liberal propugnó que el Estado debía 
establecer una serie de principios éticos sobre los que reposara su or-
den jurídico; pero que estos postulados no se identificarían con los 
de ninguna confesión religiosa determinada, sino que habrían de te-
ner la suficiente amplitud para que en ellos encontraran cabida las 
más diversas tendencias. De este modo, los hombres del liberalismo 
VlnIerOn a consagrar la absoluta omnipotencia del Estado, al atribuir-
le no sólo el poder de dictar normas de Derecho humano, sino tam-
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bién el de establecer los criterios morales que deben presidir el orden 
jurídico. 
Estas consideraciones nos llevan de la mano al segundo aspecto del 
problema: el desprestigio de la ley. Al considerarse Derecho lo que 
impone el Estado, la ley como instrumento de éste para influir sobre 
la conducta del súbdito, adquiere una importancia superior a la de 
cualquier otra fuente del Derecho, por razones más profundas que el 
igualitarismo de finales del siglo XVIII. El positivismo complet:l y 
consuma el proceso del absolutismo, que va liberando al Príncipe de 
las trabas metapositivas en su libertad de determinación, al dictat' 
mandatos al súbdito, y es la ley el instrumento más eficaz para que 
lo que el Estado mande sea Derecho. La norma -no sin el apoyo de 
algunos prestigiosos pensadores de la nueva Escolástica de los albores 
de la Edad Moderna-, deja de ser ordinatio rationis (valoración de 
contenido), para constituirse en praeceptum veZ iussum (mandato). De 
ahí la inevitable tentación de los gobernantes de usarla cada vez más. 
El tránsito del liberalismo al socialismo con sus pretensiones interven-
cionistas acelera la carrera de la legislación motorizada que hace per-
der el respeto a la norma, al jurista y al súbdito. Al jurista, porque 
cada vez encuentra más dificultad para elaborar conceptos coheren-
tes, sumido en un cúmulo de normas de espíritu contradictorio por el 
cambiante ir y venir de los acontecimientos políticos; al súbdito, por-
que al verse abrumado por un sinfín de mandatos no le queda otro 
remedio que refugiarse en la inobservancia. 
El absolutismo de la norma se confirma por razones políticas con 
el dogma de la generalidad. La leyes una formulación abstracta sin 
destinatario determinado, dirigida a cuantos se encuentran en la si-
tuación prevista por un supuesto de hecho. Este sistema busca garan-
tizar la igualdad y mira con malos ojos a cualquier acto de naturaleza 
normativa con destinatario concreto al que denominará irónicamente 
con el término ,'privilegio». De igual modo se reduce al mínimo la 
operatividad de la costumbre y se limita el papel de la jurispruden-
cia a una mecánica aplícadora de las normas generales a los casos con-
cretos; sin embargo, ella ha sido con su inevitable labor flexibilizado-
ra la que ha impedido, en heróica resistencia a la dictadura de la ley, 
que los efectos devastadores del absolutismo est.atal lleguen a sus úl-
timas consecuencias. 
No han faltado voces en estos últimos tiempos en pro de la necesi~ 
dad de un retorno a las enseñanzas del Derecho natural. Es ésta, por 
otra parte, una solución que much~s mentes señalan, de vuelta del pro-
ceso positivista. Es evidente qUe sólo fijando los ojos en un criterio 
juridico que trascienda del Derecho positivo humano y sirva a éste 
de fuente inspiradora y al legislador de límite infranqueable, se puede 
encontrar un camino que supere la problemática cerrada en que hoy se 
mueve la Ciencia del Derecho, y encamine a los juristas por vías sal-
vadoras. La experiencia histórica nos enseña, sin embargo, que en 
este tema no caben los sueños. Los problemas que plantea la realidad 
juridica no se resuelven mediante una sumisión a unos principios su-
periores, vagos e mconcretos, sujetos en su formulación a la variabi-
lidad de las conclusiones de la mente humana. No podemos olvidar 
que la reacción del positivismo frente al Derecho natural racionalista 
no deja de ser lógica. dado el cansancio que produce el haber empren-
dido una vía muerta. ¿Derecho natural? Bien; pero es necesario pre-
cisar qué pretendemos denominar con estos términos de significado 
equívoco. El profesor D'Ors, después de analizar los diversos signifi-
cados del Ius naturale, escribe que "el Derecho natural que el mundo 
parece anhelar hoy, en el que vuelve a encontrar la defensa más eficaz 
y clara de la libertad humana contra todo género de despotismo, es 
precisamente el mismo que la Iglesia supo defender perennemente. Es 
justo. por tanto, que lo reconozcamos e identifiquemos, para evitar 
confusiones, como Ius naturale catholicum". Bueno será que nos de-
tengamos brevemente para recordar qué es ese Derecho natural que 
la Iglesia ha defendido. 
Es un axioma de la doctrina tomista la distinción entre el orden 
natural y el orden sobrenatural , y que los principios fundamentales 
del orden juridico secular no pertenecen al segundo, sino al primero 
de los órdenes citados. Esto no autoriza, sin embargo, a emanciparse 
de un planteamiento teocéntrico, porque Dios es tanto autor del orden 
natural como del sobrenatural, y sobre ambos impera la ley divina. 
El hombre en el presente estadio de su existencia terrena, puede co-
nocer con la luz de la razón las verdades fundamentales del orden na-
tural, y por tanto, también la ley divina en cuanto ordenadora de éste, 
ya que esta ley le ha sido participada en su propia naturaleza racional. 
Este es el Derecho natural que la Iglesia, según las palabras de D'Ors, 
"ha defendido celosamente». Derecho natural impreso "in cordibus ho-
minum», y que éstos con la sola luz de la razón pueden conocer. De-
recho natural, pues, cuyo autor es Dios creador y que obliga a todos 
los hombres, aun cuando no hayan sido regenerados por el Bautismo 
y no hayan conocido el mensaje revelado. Este Derecho natural no es 
algo de por sí impreciso y arbitrario, sino firme y seguro como la Vo-
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luntad divina. Es por tanto, posible y aun tiene un sólido fundamento, 
una especulación filosófica de carácter estrictamente racional sobre los 
principios fundamentales del orden jurídico. 
Sto. Tomás nos recuerda sin embargo que el conocimiento racional 
de las verdades fundamentales del orden natural, aunque posible, es 
susceptible de error, dada la naturaleza caída del hombre. De aquí que, 
aun para el conocimiento del Derecho natural, exista una necesidad 
moral, de la Revelación, en la que ' Dios manifiesta a los hombres las 
verdades del orden sobrenatural, y en el orden jurídico, el Derecho 
divino-positivo, puesto que en esa Revelación, junto a las verdades de 
orden sobrenatural, las verdades del orden natural "plenarie tra-
duntur». 
Según estos principios fundamentales es necesario señalar la exis-
tencia de un Derecho divino, dividido por su modo de promulgación en 
Derecho divino-positivo, cuyas normas las da a conocer Dios al hom-
bre en las fuentes de la Revelación (S. Escritura y Tradición), y un 
Derecho divino-natural, cuyas normas da a conocer Dios al hombre a 
través de la propia naturaleza racional de éste. En el segundo se en-
cuentran cuantos principios jurídicos se refieren al orden natural; en 
el primero se encuentran tanto los principios referentes al orden 
sobrenatural como al natural; el Derecho natural puede ser conocido 
por el hombre, aun cuando con posibilidad de error, Con la sola 
luz de la razón; el Derecho divino en su plenitud, tanto en sus pre-
ceptos de orden natural como sobrenatural, por la vía segura de 
las fuentes de la Revelación. El hombre que no ha recibido la luz de 
la Revelación cristiana puede 'descubrir, pese al oscurecimiento de su 
entendimiento que se deriva de su naturaleza caída, las reglas funda-
mentales que han de regir su existencia natural; el hombre que goza 
de la luz de la Revelación tiene un conocimiento seguro de todos los 
principios del Derecho divino, a través de la interpretación auténti-
ca del Magisterio de la Iglesia, a cuya custodia ha confiado Dios el sa-
grado depósito. 
Si queremos arrancar al Derecho de la situación de incertidum-
bre en que ha sido colocado por el proceso que arranca en el racio-
nalismo y culmina con el positivismo, hemos de entroncado con las 
enseñanzas del Magisterio eclesiástico en materia de Derecho divino. 
Este es el camino seguro que debe guiar a los legisladores y a los 
científicos del Derecho, aun cuando sea legítimo y deba al mismo tiem-
po fomentarse un estudio filosófico, racional, del Derecho natural, 
siempre que los datos obtenidos por la filosofía jurídica sean someti-
dos a la acción correctora del dato revelado, de acuerdo con las en-
señanzas de Pío XII en la Encíclica «Humani Generis» . 
El progreso de la «excursión del pensamiento)) en el orden jurídi-
co ha llevado consigo paralelamente un regreso de la confesionalidad 
del Estado. Es evidente, en efecto, que Estado confesional y ordena-
miento de concepción positivista son incompatibles. El agnosticismo 
político impide la vigencia operativa del Derecho divino en los orde-
namientos jurídicos de los Estados. Ha sido, por tanto, el Estado laico 
la fórmula ideal -es decir, como tesis- del enfoque de las relacio-
nes entre la Iglesia y el Estado a que habría de llevar el racionalis-
mo -secularización del Derecho natural- y el positivismo -negación 
de un planteamiento trascendente del orden jurídico-. Por el con-
trario, la vuelta al Estado confesional lleva consigo necesariamente 
una vuelta a los principios del Derecho divino; es más, ella es preci-
samente la más importante consecuencia de la confesionalidad en el 
orden jurídico. 
De aquí la particular importancia del tema de este discurso en la 
España de nuestros días; en una Nación donde el principio de la con-
fesionalidad ha sido afirmado gallardamente, con constancia apenas 
interrumpida, y sigue proclamándose hoy, aun a costa de ser piedra 
de escándalo, incluso para ciertos católicos. 
Repasemos brevemente desde este punto de vista los textos funda-
mentales españoles vigentes en la actualidad. En el n. 6.· del Fuero 
de los Españoles se declara: «La profesión y práctica de la Religión 
Católica, que es la del Estado español, gozará de la protección ofi-
ciah. «Nadie será molestado por sus creencias religiosas, ni en el ejer-
cicio privado de su culto. No se permitirán otras ceremonias ni mani-
festaciones externas que las de la Religión Católica». Esta fórmula 
lleva implícitas necesariamente todas las consecuencias de una afir-
mación de confesionalidad; pero, sin embargo, precisamente por su 
inspiración contrarrevolucionaria, parece centrar el problema más des-
de el punto de vista de protección de la Religión por el Estado -ine-
ludible deber de éste según el Derecho público eclesiástico- que sobre 
el hecho de la fecundidad que para la sociedad civil se sigue de la 
inspiración confesional del Derecho estatal, como consecuencia de la 
aceptación de la existencia de la ley . divina. 
Este aspecto de la cuestión queda expreso de un modo más claro 
en el ordenamiento jurídico español por su incorporación a él del tex-
to del Concordato de 1953, ley al mismo tiempo eclesiástica y secular. 
En efecto, ya en el arto 1." se concreta expresamente que esa protec-
ción de la Religión Católica consiste en garantizarle el goce «de los 
derechos y prerrogativas que le corresponden en conformidad con la 
ley divina y el Derecho Canónico». Es éste un texto extraordinaria-
mente significativo ya que en él queda claro que los «derechos y pre-
rrogativas» no los gozará la Iglesia porque así se lo reconoce el Es-
tado en el texto del Concordato, sino porque así lo exige la autoridad 
de la ley divina. Este reconocimietno de la existencia de la ley divi-
na lleva consigo la ruptura con el dogma positivista de la «plenitud 
del ordenamiento jurídico estatal», . al admitirse la existencia de una 
autoridad de la Iglesia distinta de la del Estado, que éste no puede 
menos de reconocer por imperativo de la autoridad de Dios. 
Queda, sin embargo, por señalar el aspecto de la cuestión que más 
interesa en relación con el punto que ahora estamos estudiando, a sa-
ber, la vigencia del Derecho divino en el mismo ordenamiento jurí-
dico del Estado. 
La afirmación de la eficacia de la ley divina en nuestro ordena-
miento estatal, viene formulada en la Ley de 17 de mayo de 1958 en 
la que se promulgaron los "Principios del Movimiento Nacional». En 
el 2." de estos principios se afirma expresamente: "La Nación española 
considera como timbre de honor el acatamiento de la ley de Dios según 
la doctrina de la Santa Iglesia Católica, Apostólica y Romana, única y 
verdadera fe inseparable de la conciencia nacional que inspirará su 
legislación». He aquí la más acabada formulación en un ordenamiento 
concreto de la doctrina a que nos referíamos antes. No se trata de una 
sumisión a un Derecho natural laico y agnóstico, de enfoque raciona-
lista, sino a la misma ley divina, natural y positiva, tal como la cono'-
cemos a través de las fuentes de la Revelación, donde tanto una como 
otra «plenarie traduntur»: por otra parte, esta sumisión no Se hace a 
las fuentes mismas y a una interpretación de libre examen, sujeta a 
los errores de los hombres, sino «según la doctrina de la Santa Iglesia 
Católica, Apostólica y Romana», es decir, según la interpretación de 
las fuentes de la Revelación que lleva a cabo el Magisterio eclesiástico. 
Es necesario finalmente hacer notar que en estos textos fundamen-
tales se atribuye al Derecho divino con relación al ordenamiento es-
pañol las dos decisivas funciones que se le han reconocido con respec-
to al ordenamiento canónico: por una parte la función de fuente íns-
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piradora de la legislación; por otra, la de límite infranqueable de la 
actividad del legislador, que nunca puede desconocer ni contradecir en 
sus normas los mandatos de la ley divina. En efecto, en la parte dis-
positiva de la citada Ley de 17 de mayo de 1958, n.O 3, se establece ex-
presamente: "Serán nulas las leyes y disposiciones de cualquier clase 
que vulneren o menoscaben los principios proclamados en la presente 
Ley Fundamental del Reino». He aquí la fórmula que con respecto al 
principio que acabamos de comentar suena como un eco de aquella 
sentencia del Aquinate en la que tajantemente se expresa que si la 
ley positiva discrepa de la natural "non erit lex sed legis coI'ruptio)). 
La formulación en textos positivos de la legislación secular de los 
grandes principios jurídicos propios de la confesionalidad del Estado, 
merece, sin duda, aplauso sincero. No basta, sin embargo, con tal for-
mulación. Hace falta algo más para que logren verdadera eficacia: es 
preciso que los juristas se apresten a realizar una labor científica en 
consonancia con tales principios. En un país en el que muchos de los 
hombres que estudian Derecho se preparan a intervenir en la vida 
jurídica de un Estado confesional, es de todo punto oportuno que re-
ciban una formación adecuada para asumir la seria responsabilidad 
que les corresponderá afrontar: mostrar al mundo que la tesis propug-
nada por tantos documentos del Magisterio ordinario de la Iglesia, le-
jos de ser una reminiscencia de doctrinas trasnochadas, contiene el 
germen de un florecimiento de la vida jurídica salvador de la crisis 
del Derecho. 
Acabamos de examinar las leyes fundamentales españolas en cuan-
to significan un principio esperanzador de la superación en nuestro 
ordenamiento de la crisis a que ha conducido el racionalismo y el po-
sitivismo jurídico. No podemos perder de vista. sin embargo, que el 
hecho de que unos principios estén recogidos en unas leyes fundamen-
tales no significa -lo hemos dicho ya- que su contenido esté inspi~ 
rando toda la vida jurídica de un pueblo. Para ello es necesario que 
su espíritu informe el ordenamiento en su totalidad; y por lo tanto es 
oportuno que florezca entre nosotros una doctrina jurídica que tenga 
presente de modo eficaz esta fundamental inspiración en todas sus 
producciones, que demuestre con hechos que está persuadida de que la 
función del jurista no es la elaboración de conceptos racionalmente per-
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fectos, pero cada vez más alejados de las necesidades de la vida, sino 
una misión de servicio. Servicio al ideal de una justicia humana que 
sea un reflejo, lo más fiel posible de la Justicia divina. Y para esta 
ingente tarea hacen falta hombres que sientan de verdad su vocacfón 
de juristas y que cuenten con una adecuada formación. 
y ahora parece llegado el momento oportuno para preguntarnos 
cuáles han de ser las enseñanzas adecuadas para dar a los futuros ju-
ristas españoles la formación que requiere su importante misión. Es 
evidente que las cátedras de Derecho natural y Filosofía del Derecho 
de nuestras Facultades jurídicas han de jugar un importante papel 
en el esfuerzo por la consecución de este designio. Pero por importan-
te que sea su misión e indispensable su contribución a la tarea común 
e!; evidente, también, que reducidas a sus únicas posibilidades, los fru-
tos que pudieran lograrse habrían de ser por fuerza insuficientes. En 
efecto, la afirmación de unos principios de carácter general en unas 
disciplinas necesariamente aisladas de la técnica jurídica concreta, no 
podría tener plena eficacia; es necesario además mostrar a "los futuros 
juristas cómo se traduce el ideal de fidelidad a los principios del De-
recho divino en normas positivas, en la aplicación de éstas a los casos 
concretos, en técnica jurídica, en fin; y para ello no podrá encontrarse 
un medio más eficaz que dar un fuerte impulso a los estudios canó-
nicos, y hacer que los juristas conozcan el Derecho de la Iglesia. 
El Derecho Canónico, encierra, para el jurista civil, un inmenso 
valor ejemplar. El ordenamiento de la Iglesia es el único caso de un 
sistema jurídico que al mismo tiempo que atiende alas realidades 
concretas de la vida de una colectividad de cientos de millones de 
hombres, tiene presentes con inquebrantable fidelidad las normas del 
Derecho divino, positivo y natural. Ellas proporcionan el contenido de 
muchas leyes de la Iglesia, y en todo caso, suponen un límite infran-
queable a la introducción de preceptos procedentes de otros ordena-
mientos y a la acción misma de los legisladores y de los intérpretes. 
Por todas estas razones se advierte fácilmente que la lección viva del 
Derecho de la Iglesia puede ser de absoluta eficacia para mostrar al 
científico y al profesional del Derecho secular cómo un ordenamiento 
sabe sacrificar todas las exigencias técnicas al cumplimiento de su su-
premo ideal de Justicia. 
El estudio del ordenamiento canónico no limitado a la afirmación 
programática de los principios que lo inspiran, sino enraizado en el 
análisis de los problemas concretos, mostrará facetas interesantes de 
la experiencia jurídica de la Iglesia, que un conocimiento superficial 
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difícilmente podrá revelar. Así, al estudiarse el Derecho matrimonial 
de la Iglesia, podrá verse como ésta ha elaborado un sistema de nor-
mas «técnicamente complicado)" que tiene en cuenta hasta las condicio-
nes internas o la simulación del consentimiento, sacrificando cualquier 
consideración del principio de la «certeza del Derecho», en aras de 
la relevancia de la verdad objetiva, para dar un fiel cumplimiento a 
las exigencias del Derecho natural. El . estudio de la dispensa, del pri-
vilegio y del precepto hará ver cómo la Iglesia no limita sus esfuerzos 
por conseguir la realización de la justicia al establecimiento de un 
armónico sistema de normas generales, sino que además prevé las ex-
cepciones, tratando de conseguir que sea justo no sólo el ordenamien-
to en su conjunto sino también en sus concretas aplicaciones. Las ins-
tituciones de la tolerancia y la disimulación harán ver que la justicia 
no es para la Iglesia un postulado abstracto y frío, como en la Filoso-
fía kantiana, sino algo íntimamente ligado a las circunstancias de cada 
hombre y a la realidad de la vida. 
Hasta ahora hemos visto que las exigencias doctrinales de la for-
mación del jurista cristiano aconsejan que conozca con profundidad 
el Derecho de la Iglesia, en cuanto éste constituye un ejemplo de cómo 
pueden armonizarse las exigencias doctrinales del Derecho divino con 
los problemas técnicos de las relaciones jurídicas concretas. Sería erró-
neo, sin embargo, pensar que es ésta -con ser muy relevante- la úni-
ca razón que aconseja que el Derecho Canónico desempeñe un papel 
importante en la formación del jurista secular. Ello equivaldría a ad-
mitir que el Derecho Canónico tiene sólo valor en cuanto ejemplo o 
come medio para mostrar un método de trabajo en el campo del De-
recho con técnicas y criterios distintos de los positivistas. Nada más 
ajeno a la realidad. El estudio del Derecho Canónico debe cumplir un 
papel importante en los estudios jurídicos, no sólo por su función for-
mativa, sino también porque es materia que interesa de modo inme-
diato y directo al profesional del Derecho por razones eminentemente 
prácticas: para que se halle en condiciones de enfrentarse con cues-
tiones como las que plantean las causas matrimoniales, los problemas 
relativos al patrimonio de los entes eclesiásticos, y tantas otras que 
se presentan con harta frecuencia y frente a las cuales el jurista civil 
se halla de ordinario en situación embarazosa, por faltar1e la necesaria 
preparación y, de consiguiente, la debida competencia. 
Hablar en 1959 de la necesidad de que él jurista secular se forme 
en el estudio del Derecho Canónico no es una novedad. Cuando en el si-
glo XII los primeros glosadores sientan las bases de la enseñanza uni-
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versitaria del Derecho, Graciano elabora su Decretum que será comen-
tado por sus discípulos, siguiendo el método de Irnerlo. Desde enton-
ces, los glosadores y los comentaristas darán a Europa dos modalidades 
sucesivas de estudiar el Derecho que se aplicarán tanto por los que 
comentan los «libri legales» como por los «magistri in divina pagina». 
Es más, los más ilustres maestros serán al mismo tiempo canonistas 
y civilistas; el Cardenal Hostiense o Baldo, para citar dos ejemplos 
especialmente significativos, serán insignes cultivadores de ambos De-
rechos. Lo mismo ocurre -clásico es el ejemplo de Covarrubias- en 
el siglo de oro español. En la obra de todos los juristas serán conti-
nuas las referencias tanto a los «cánones» como a las «leyes». Ambos 
Derechos forman el acerbo del "Ius commune». En España, por no ha-
ber llegado nunca a consumarse plenamente el proceso revolucionario, 
podemos contemplar todavía un reflejo de esta concepción en la vi-
gencia del Derecho Canónico en Cataluña como supletorio. 
De este hecho histórico mereCe destacarse el perfecto conocimiento 
que los canonistas tienen del Derecho secular y los civilistas del Dere-
cho de la Iglesia, la sensación de que al pasar de una obra de Derecho 
Canónico a otra de Derecho secular no se advierte cambio en el mé-
todo ni en el estilo. Es cierto que se publican los tratados de las «an-
tinomias)) entre ambos Derechos, pero en ellos se señalan las diferen-
cias t~cnicas de dos aspectos de un conjunto homogéneo: la ciencia 
del Derecho. 
¿Bajo qué perspectivas se ofrece ahora el Derecho Canónico al ju-
rista que lo contemple desde el ángulo de la ciencia del Derecho 
secular? 
Después de haberse consumado el proceso de secularización de la 
ciencia jurídica europea y de vivir largo tiempo a espaldas del Dere-
cho Canónico, en estos últimos años, a partir sobre todo de la pro-
mulgación del Codex, comienza a interesar su estudio a algunos ju-
ristas seculares, especialmente en Italia. 
El cultivo del Derecho Canónico por los juristas formados en Fa-
cultades seculares lleva consigo el planteamiento del problema de las 
diferencias que median entre ambos Derechos, esto es, de las «carac-
terísticas del ordenamiento canónico». Este tema ha dado lugar a bri-
llantes estudios en los que se ha tratado de poner de relieve cómo el 
Derecho Canónico, pese a ser como los estatales un verdadero orden 
jurídico, constituye, sin embargo, una experiencia singular en el campo 
del Derecho. Es interesante el estudio de los puntos en que la doc-
trina ha centrado las diferencias entre ambos ordenamientos, porque 
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si bien es cierto que entre uno y otro siempre se han de advertir las 
diferencias que se derivan de la diversa naturaleza de la Iglesia y del 
Estado y de la capital influencia que en el Derecho de la Iglesia 
ejerce el principio «salus animarum suprema lex», no lo es menos que 
una notable parte de las diferencias que entre ellos se han señalado, 
no son diferencias necesarias, sino contrastes originados por la actual 
inspiración doctrinal de la ciencia jurídica secular. Así, por ejemplo, 
cuando se ha hecho notar que en el ordenamiento canónico no se da 
como en los seculares el dogma de la "p:enitud», con olvido de que 
este dogma Implica un desconocimiento de los principios fundamen-
tales del orden jurídico cristiano, y, por tanto, no tiene sentido desde 
este punto de vista ni en el Derecho de la Iglesia ni en el del Estado. 
Algo análogo ocurre cuando se destaca la gran flexibilidad del orde-
namiento canónico a la hora de ser aplicadas las normas generales a 
los casos concretos, en notable contraste con el valor casi absoluto que 
en los ordenamientos seculares suele atribuirse a la primacía de la 
ley, lo cual en buena parte debe explicarse por haberse despojado a 
ésta en la práctica de su genuino concepto de ({ordinatio rationisll, para 
considerarla más bien como un mandato cuya inexcusabilidad se basa 
en el propio hecho de su existencia, aun cuando en determinados casos 
sea incapaz de engendrar soluciones justas y adecuadas a la compleja 
realidad social de hoy. Los ejemplos podrían multiplicarse, y aunque 
es evidente que por la mayor adherencia del Derecho Canónico a las 
exigencias del fuero interno, las diferencias técnicas nunca pueden 
dejar de existir, no es menos cierto que muchas de las diversidades 
que hoy pueden señalarse entre el ordenamiento de la Iglesia y los 
de los Estados son otras tantas limitaciones de éstos en relación con 
un planteamiento trascendente del Derecho. 
Dentro del marco de este planteamiento doctrinal puede encuadrar-
se la conocida polémica metodológica surgida en 1939 entre los cano-
nistas de las Facultades italianas de Derecho secular, polémica que 
ni aún siquiera hoy puede considerarse definitivamente zanjada. 
En el momento en que se planteó la cuestión en Italia, se palpaban 
las últimas consecuencias del divorcio entre los cultivadores del De-
recho Canónico y el secular a que había conducido el proceso de secu-
larización de la Ciencia jurídica. Por una parte, las Facultades de 
Derecho secular vivían un momento de esplendor: la escuela italiana, 
con una orientación plenamente positivista, logra en este período su 
primacía en el cultivo del Derecho secular, superando por la brillan-
tez y abundancia de su producción a la misma escuela alemana, que 
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tan decisivamente había influído sobre los maestros italianos de la 
anterior generación. Por otra parte, los canonistas de las Universida-
des pontificias que mantenían la tradición de los maestros que hicieron 
posible la codificación (Gasparri, Wernz. Lega, etc.), orientaban con sus 
escritos la práctica canónica, pero salvo algún ' caso aislado, como el de 
Roberti, apenas si habían sentido sobre sí la influencia de los progre-
sos de la técnica jurídica moderna, manteniendo en cambio una inque-
brantable adhesión al Magisterio eclesiástico y a los principios de la 
filosofía jurídica de la Escolástica. Situados en el punto medio entre 
dos mundos jurídicos tan diversos, los canonistas de las Facultades ita-
lianas de Derecho secular se plantean el problema del método. Ellos 
eran hombres formados en la Escuela italiana del Derecho, acostum-
brados por tanto a valorar la bondad de una aportación científica por 
los esquemas habituales en el ambiente; pero, al mismo tiempo, eran 
hombres que habían hecho del Derecho Canónico objeto de su labor 
investigadora, conocían el valor jurídico de una tradición canónica 
milenaria y veían en el fondo de esos escritos de los canonistas eclesiás-
ticos un panorama verdaderamente sugestivo, repleto de realidades 
jurídicas interesantes, prácticamente desconocido para los juristas secu-
lares de su tiempo. 
Era lógico, por tanto, que desde su punto de vista se inclinaran 
por dos posturas cristalizadas en dos afirmaciones fundamentales y 
aparentemente contradictorias: una sería la llamada a una renovación 
metodológica en el campo del Derecho Canónico, con el objeto de es-
tudiar a éste de acuerdo con el enfoque propio de la ciencia jurídica 
moderna; otra, se dirigía a poner de relieve que el Derecho Canónico 
respondía a un espíritu propio y que requería para su estudio «una 
logica del tutto speciale», en .relación con la habitual en los cultiva-
dores de las demás ramas del Derecho. 
Eran los barruntos de los hombres puente al contemplar las conse-
cuencias de un proceso cuyo profundo significado no estaban en con-
diciones de comprender. Sus trabajos científicos, según respondan pre-
ferentemente a una u otra de las dos orientaciones antes apuntadas, 
adolecen por fuerza, de graves limitaciones. En unos, aportaciones 
intelectuales valiosas y brillantes se malogran porque sus autores, arran-
cando y moviéndose generalmente de modo inconsciente en el clima 
que se deriva del positivismo jurídico, son incapaces de penetrar en 
el espíritu propio del ordenamiento de la Iglesia, cuya esencia se con-
creta en esquemas intelectuales irreconciliables con él. En otros, cega-
dos sus autores por el resplandor de algún rasgo del espíritu de la 
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Iglesia, se precipitan a ponerlo de relieve pero sin profundizar en sus 
bases teológicas y atribuyen la calificación de «característica peculiar 
del ordenamiento de la Iglesia» a lo que es en realidad una manifes-
tación del espíritu cristiano que ha de informar todo Derecho, ecle-
siástico y secular, y que en modo alguno puede considerarse como ex-
clusivo del Canónico, por muy chocante que ello pueda resultar a una 
mente formada en el positivismo. 
En realidad el problema estará en pie mientras los dos frentes 
existan, pese a los esfuerzos de los hombres puente de una u otra 
orilla. Es necesario restaurar la única Ciencia jurídica sobre la sola 
base posible: las directrices del Magisterio eclesiástico, intérprete autén-
tico del Derecho divino, fuente inspiradora de todo orden jurídico ecle-
siástico y secular. Una restauración que respete las posibilidades de 
una especulación filosófico-jurídica de carácter racional, basada en la 
participación de la ley eterna en la naturaleza humana, pero teniendo 
en cuenta el dato revelado para rectificar sus posibilidades de error. 
Sobre estas bases, todo progreso técnico será positivo, y es indudable 
que muchos de los logrados en el brillante esfuerzo de los juristas 
seculares tienen posibilidades de integración; pero sin ellas, se corre-
ría el riesgo de construir nuevamente la estatua de oro con los pies 
de barro. 
Para esta tarea de integración, los canonistas podrán aportar su 
clara ejecutoria de fidelidad doctrinal, y sus aciertos en la solución 
práctica de los problemas jurídicos de la Iglesia, logrados tal vez con 
bagaje doctrinal más pobre, pero fecundado por la potencia creadora 
de la verdad; los cultivadores del Derecho secular podrán aportar su 
formidable labor doctrinal a la que será necesario remozar las raíces, 
aun cuando ello exija, en ciertos casos, la reconstrucción de buena 
parte del edificio. 
Derecho Canónico y Derecho secular, esfuerzo común, en fin, de 
hombres que sean conocedores de los dos Derechos y tengan una clara 
conciencia del planteamiento teocéntrico que para sí exige todo que-
hacer científico verdaderamente fecundo. 
Dentro de estas orientaciones procurará moverse el Instituto de 
Derecho Canónico del Estudio General de Navarra, que inicia ahora 
los primeros pasos de su camino. En su seno, un equipo de investiga-
dores, enraizados en una firme fidelidad doctrinal y abiertos a cuanto 
haya de valioso en las aportaciones del progreso del Derecho, consa-
grarán sus mejores esfuerzos a contribuir a la construcción de esa 
gran síntesis de la ciencia jurídica cristiana única. 
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y junto a la labor investigadora, la tarea docente. El Instituto se 
congratula de poder colaborar en la formación de juristas eclesiásti-
cos, necesarios para el más eficaz trabajo en nuestras Curias o para 
la enseñanza en las cátedras de los Seminarios, y prestar así un ser-
vicio directo y desinteresado a la Iglesia. Confía también, mediante 
la formación canónica de juristas seculares, acelerar el proceso de cris-
tianización de la ciencia y de la práctica jurídica, y forjar profesio-
nales del Derecho cara al ejercicio en la sociedad civil, pero que an-
helan ser conocedores profundos de ambos ordenamientos, persuadidos 
de la verdad de aquellas palabras famosas de Fagnano: "legista sine 
canonibus parum valet; canonista sine legibus, nihil». 
y ahora tan sólo unas palabras finales de gratitud. Gratitud pro-
funda, entrañable, al Excmo. y Rvdmo. Sr. Nuncio de Su Santidad, 
que en todo momento nos ha prestado su aliento más cordial y ha 
querido hoy desplazarse a Pamplona, para honrar con su presencia este 
acto inaugural. Agradecimiento, muy sentido y respetuoso, a los re-
presentantes del Estado español y especialmente a los Excmos. Sres. 
Subsecretarios de Justicia y de Educación Nacional, que enaltecen con 
su asistencia estas solemnidades. Gracias, también, muy sinceras al 
Excmo. y Rvdmo. Sr. Arzobispo de Pamplona, que no ha regateado 
esfuerzos para contribuir con cuanto en su mano estaba a facilitar la 
puesta en marcha de las tareas del Instituto. Gracias igualmente a la 
Excma. Diputación Foral de Navarra, fiel a su genuina tradición de 
estar siempre pronta a impulsar eficazmente las grandes causas en 
$ervicio de Dios y de la Iglesia. Gracias, en fin, a todos ustedes, Exce-
lentísimos e Ilustrísimos señores, señoras y señores, y muy singular-
mente a los que desde otras tierras habéis acudido a Pamplona para 
acompañarnos en esta hora solemne. El Instituto de Derecho Canónico 
inicia su vida. "Vivat, crescat et floreat» . Tal era el triple deseo que 
formulaba el día de su erección el Eminentísimo Cardenal Prefecto 
de la Sagrada Congregación de Seminarios y Universidades. Confiamos 
en que con la ayuda de Dios seremos capaces de convertir esos an-
helos en realidades. 
JosÉ ORLANDlS 
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